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SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO  

 
Con mi acostumbrado respeto discrepo de la decisión mayoritaria de la 

sala de modificar la condena por intereses moratorios con el argumento 

que no se realizó la reclamación administrativa respecto de ellos, por lo 

que se debe tener en cuenta para efectos de la prescripción la fecha de 

presentación de la demanda.  

 

La razón es que la jurisprudencia tiene establecido que, 

los intereses moratorios de la pensión de sobrevivientes se causan una 

vez vencido el plazo de dos meses después de presentada 

la reclamación para el reconocimiento de la prestación, conforme al 

término que concede el artículo 1 de la Ley 717 de 2001 a las entidades 

de seguridad social. Ver sentencia SL518-2023. 

 

Siendo lo anterior así, no es procedente requerir una solicitud o 

reclamación expresa por los intereses moratorios, por cuanto los 

mismos surgen accesoriamente en caso de retardo en el pago de las 

mesadas pensionales, los cuales no dependen de la buena o mala fe del 

deudor debido a su naturaleza resarcitoria y no sancionatoria.  
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Así lo pronunció la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en sentencia del 23 de septiembre de 2002, radicación 18512, 

en sentencia con radicación 45081 del 02 de diciembre de 2015, en la 

SL1246-2021, SL2371-2021, y en sentencia SL2221-2023 expresó que, 

 

“(…) Ahora, en lo que a la perspectiva jurídica de la inconformidad de la censura 
se refiere, es preciso destacar que tal como se dijo por esta corporación a través 
de la sentencia CSJ SL14528-2014, conforme a la doctrina tradicional de esta Sala, 
los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 deben 
ser impuestos siempre que haya retardo en el pago de las mesadas pensionales, 
independientemente de la buena o mala fe en el comportamiento del deudor, o de 
las circunstancias particulares que hayan rodeado la discusión del derecho 
pensional en las instancias administrativas, en tanto, se trata simplemente del 
resarcimiento económico encaminado a aminorar los efectos adversos que 
produce al acreedor la mora del deudor en el cumplimiento de las obligaciones. 

 
Al respecto resulta ilustrativa la providencia CSJ SL3130-2020, en la que entorno 
a la finalidad y procedencia de los intereses moratorios enseñó:  

 
[…] como se dijo en la sentencia de la Corte Constitucional C-601 de 2000, así 
como en la reciente sentencia de esta corporación CSJ SL1681-2020, la 
finalidad de los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 
de 1993 es simplemente la de resarcir los perjuicios ocasionados a los 
pensionados por la cancelación tardía de sus mesadas pensionales y, con ello, 
hacer efectiva la garantía prevista en el artículo 53 de la Constitución Política, 
con apego al cual uno de los principios mínimos fundamentales aplicables al 
trabajo es el de asegurar «[…] el pago oportuno y el reajuste periódico de las 
pensiones […]»  
 
Por ello, esta corporación ha dicho que esa imperiosa obligación, así como las 
sanciones derivadas de su incumplimiento, en este caso los intereses 
moratorios, encuentran un importante fundamento en el hecho de que la «[…] 
pensión es el ingreso periódico con el que cuentan las personas de la tercera 
edad, las personas con discapacidad o en estado de indefensión, y los 
miembros del grupo familiar, para sortear sus necesidades básicas y 
existenciales», además de que «Dada su conexión con el mínimo vital y 
existencial y los derechos de grupos especialmente protegidos, la Constitución 
Política le dispensa un trato especial […]» (CSJ SL1681-2020).  
 
En paralelo a lo anterior, esta corporación ha sostenido que los intereses 
moratorios son simplemente resarcitorios y no sancionatorios (CSJ SL, 23 sep. 
2002, rad. 18512; CSJ SL, 29 nov. 2011, rad. 42839; y CSJ SL10728-2016, 
entre muchas otras), de manera que no es pertinente efectuar algún análisis 
sobre la conducta del deudor obligado, sino que proceden automáticamente por 
la mora en el pago efectivo de la obligación.   
 
En la sentencia CSJ SL, 27 feb. 2004, rad. 21892, se dijo también que los 
intereses moratorios tenían ese importante designio de hacer justicia a una 
parte vulnerable de la población cuyo sostenimiento dependía del pago de su 
pensión. Esto se dijo en la decisión:  
 
El artículo 141 de la Ley 100 de 1993 consagró los intereses moratorios como 
una fórmula para dar respuesta al retardo en la solución de las mesadas 
pensionales, con el plausible designio de hacer justicia a un sector de la 
población que se ofrece vulnerable y que encuentra en la pensión, en la 
generalidad de los casos, su única fuente de ingresos. 
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Acusan los intereses moratorios un claro y franco carácter de resarcimiento 
económico frente a la tardanza en el pago de las pensiones, orientados a 
impedir que éstas devengan en irrisorias por la notoria pérdida del poder 
adquisitivo de los signos monetarios. 
 
No cabe duda de que el retardo o mora se erige en el único supuesto fáctico 
que desencadena los intereses moratorios. Ello significa que éstos se causan 
desde el momento mismo en que ha ocurrido la tardanza en el cubrimiento de 
las pensiones. 
En esas condiciones, si los intereses moratorios tienen como finalidad reparar 
los perjuicios ocasionados al pensionado por la mora en el pago de su 
respectiva pensión, es imperioso reconocer que deben tener procedencia tanto 
en los casos de omisión en el pago de la prestación, como en los casos de pago 
incompleto, pues en los dos eventos se produce un detrimento para el 
pensionado, que merece una compensación efectiva.  
 
Para la Corte, en este punto, no es admisible sostener que el pensionado 
únicamente sufre un daño económico cuando no recibe suma alguna por 
concepto de mesada pensional, pues, teniendo en cuenta que la pensión es un 
derecho íntimamente relacionado con el mínimo vital, además de que su cuantía 
está fijada legalmente y tiene una relación de correspondencia con los aportes 
al sistema, todo pago imperfecto, insustancial o incompleto seguirá generando 
un deterioro cierto, que merece a todas luces una legítima compensación.  
Así las cosas, una interpretación teleológica de la norma impone reconocer que 
los intereses moratorios también proceden en los casos de pago parcial o 
incompleto de la pensión, pues en este caso el pensionado también sufre un 
injusto perjuicio, que merece reparación objetiva.   
 
5. Finalmente, para la Corte una interpretación como la que se viene 
sosteniendo puede generar efectos inconvenientes para el derecho 
fundamental al mínimo vital de los pensionados, pues puede propiciar que, con 
la mera discusión de la cuantía del derecho o a partir de pagos simplemente 
parciales o insustanciales, las entidades administradoras de pensiones se 
liberen de sus responsabilidades, lo que resulta abiertamente contrario a las 
finalidades constitucionales de nuestro sistema de pensiones.  
 
Así lo había previsto en algún momento esta corporación cuando, en la 
sentencia CSJ SL, 23 sep. 2002, rad. 18512, señaló que:  
 
[…] el legislador previó el pago de intereses moratorios en caso de retardo en 
el pago de las mesadas pensionales, sin hacer distinción alguna en relación con 
la clase, fuente u otras calidades de la pensión, siendo irrelevante que el 
derecho en cuestión hubiese sido controvertido por la parte obligada a su pago. 
Aceptar lo contrario podría hacer nugatorio el derecho del pensionado a ser 
resarcido por la mora en el pago de su derecho pensional, pues bastaría que el 
obligado a su reconocimiento simplemente discuta el derecho en cuestión para 
que quede eximido de los intereses moratorios. 
 
En ese sentido, para la Corte es preciso subrayar que la obligación 
constitucional y legal de las entidades administradoras de pensiones no es solo 
la de pagar de manera oportuna las pensiones de sus afiliados, sino también y 
fundamentalmente la de pagarlas de manera íntegra, cabal y completa, pues, 
de lo contrario, se harán merecedoras de la imposición de los intereses 
moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.  
 
[…] 
 
En primer lugar, que permanece vigente la jurisprudencia de la Corte en torno 
al carácter meramente resarcitorio de los intereses, mas no sancionatorio, de 
manera que no es necesario realizar algún examen de la conducta de la entidad 
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obligada tendiente a descubrir algún apego a los postulados de la buena fe. Ello 
con la salvedad de algunos casos en los que, según la jurisprudencia, las 
entidades niegan administrativamente un determinado derecho pensional o 
definen su cuantía con amparo en el ordenamiento legal vigente y teniendo en 
cuenta que, finalmente, la obligación se produce por la aplicación de reglas 
jurisprudenciales relativas a la validez de algunas normas. 
  
En segundo lugar, que los intereses moratorios sobre saldos o reajustes de la 
pensión deben liquidarse respecto de las sumas debidas y no pagadas, pero no 
teniendo como referente la totalidad de la mesada pensional. En este punto es 
claro el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 en cuanto dispone que la respectiva 
entidad debe pagar «la obligación a su cargo», que en este caso es el saldo 
debido, y «sobre el importe de ella», ese decir ese saldo, «la tasa máxima de 
interés moratorio vigente en el momento que se efectúe el pago.» 

 
En los términos expuestos en el precedente traído a colación,  surge evidente que 
en el asunto el proceder de la convocada no estuvo enmarcado en alguno de los 
supuestos previstos jurisprudencialmente para ser relevada del pago de los 
intereses moratorios solicitados, pues guardó completo mutismo en sede 
administrativa, en torno a la procedencia o no de la prestación pensional que le fue 
solicitada y, si bien, sostuvo que la reclamación en ese sentido no existió, lo cierto 
es que, como se vio, la misma no solo se le presentó, sino que se acompañó de 
los documentos que le permitían a la AFP pronunciarse, lo que sin justificación 
alguna, no ocurrió. 

 

Por lo expuesto, considero que se ha debido confirmar la condena por 

los intereses, tal y como la estableció la juez, esto es, a partir del 27 de 

octubre de 2014, teniendo en cuenta que la reclamación administrativa 

de le prestación que este caso es el acrecentamiento de la pensión de 

sobrevivientes se presentó el 27 de agosto de 2014. 

 

 

Con consideraciones,  

 
 
 
GERMÁN VARELA COLLAZOS 
Magistrado                                                                                                                    
Fecha Ut Supra 

 


